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      Preludio


      ¿Adónde se han ido los profesores?


      ¿Adónde se han ido los profesores?


      ¿Dónde están?


      ¿Por qué están callados


      y no se escuchan sus voces, sus risas,


      ni siquiera sus susurros?


      Ya no creen en nada los profesores.


      No luchan por nada ni por nadie,


      ni siquiera por sus alumnos.


      ¿Y dónde están los estudiantes?


      Les importa tan poco su universidad,


      que ni siquiera se molestarían en quemarla.


      Total ¿para qué?, si en el mundo real, al final,


      hay que vivir pisándose los unos a los otros.


      Salen de las bocas de los profesores


      miles de palabras sin sentido, sin significado,


      miles de palabras vacías


      en las que se miran como en un espejo.


      Las estudian, las comentan, las analizan


      y las retuercen torticeramente,


      descubriendo sutilezas imposibles


      en sus comentarios a la nada.


      Discuten, se pelean verbalmente,


      pero siempre están de acuerdo los profesores


      en su respeto a la autoridad.


      Admiten todo, obedecen siempre,


      y buscan un sentido profundo


      a las palabras de quienes cada día se contradicen.


      Ya nadie busca la verdad,


      ya nadie intenta hacer el bien


      y ya nadie admira la belleza.


      La inteligencia es una amenaza


      para los profesores de la mediocridad


      y el resentimiento.


      Y es que la base de su democracia,


      el cemento de su sociedad


      es ahora la ignorancia compartida,


      ante la que todos son iguales.


      Dicen muchos profesores:


      mi universidad está muy mal,


      y en ella todo es mentira,


      y ya sólo existen las apariencias.


      Y también dicen que


      no hay nada que hacer


      pero que ellos han sabido organizarse,


      y dicen que lo suyo va bien.


      Casi todos admiran un único valor,


      el valor del dinero.


      Y por eso también admiran a quien lo tiene


      y a quien lo da y lo reparte,


      porque el dinero es la fuente


      y el pantano en el que desagua la autoridad.


      Viven felices y tranquilos muchos profesores


      en sus chalés adosados al borde del abismo,


      de un abismo del que no quieren saber


      que de él nunca nadie ha vuelto.

    

  


  
    
      Introducción


      Bases para un expolio


      Todas las profesiones son conspiraciones contra los laicos.


      George Bernard Shaw


      Las universidades de todo el mundo económicamente desarrollado están sumidas ahora, en el año 2011, en una muy profunda crisis, consecuencia de la crisis económico-financiera en la que este mundo está inmerso, y resultado también de la propia transformación de la enseñanza superior y de los complejos procesos de la investigación científico-técnica que están teniendo lugar en la actualidad.


      Se cierran muchas universidades enteras, o algunas facultades concretas, sobre todo en los campos de las llamadas humanidades, se despiden profesores, se les bajan los salarios, se les precariza el empleo, y los estudiantes ven incrementadas sus tasas de matrícula, se ven obligados a endeudarse hasta niveles extremos con la banca para poder financiar sus estudios y cada vez más se dan cuenta de que sus títulos académicos, que antes les garantizaban un empleo de elite, o por lo menos un salario digno, los llevan también al mundo de subempleo (Newfield, 2008).


      Frente a esta situación patente en los EEUU, Japón, y la mayor parte de la Comunidad Europea, España y sus autonomías nos ofrecen un panorama insólito. En España, un país que tiene el mismo número de estudiantes universitarios que Alemania, a pesar de que Alemania la dobla en población y la supera infinitamente en riqueza (Peña, 2010, p. 15), las autoridades políticas y académicas no cesan en sus lamentos, exigiendo que se contraten más profesores y se incremente la financiación de sus universidades, olvidándose de una gigantesca crisis financiera que a ellos no parece afectarles.


      Las universidades españolas parecen ser ya no sólo mónadas aisladas en el espacio sin puertas ni ventanas que las comuniquen con el exterior, sino auténticas esferas cristalinas autistas, en las que los más destacados de sus miembros, en lo que al ejercicio de las responsabilidades se refiere, hablan un lenguaje que no tiene apenas nada que ver, no sólo con la realidad circundante, sino con la realidad de sus propias instituciones.


      Nadie parece querer ver que las universidades españolas, repartidas entre 17 autonomías, no forman un sistema coherente, que se pueda controlar, organizar o diseñar, mientras que no se cesa de hablar como si ello fuese posible. Y, a la hora de analizar la realidad concreta de las instituciones académicas, podemos observar cómo se apela al lenguaje del mercado en un país en el que apenas hay universidades privadas de calidad en lo que se refiere a la investigación, y en el que la gran banca no muestra el menor interés en invertir su capital en ese posible proceso de creación de unas universidades privadas de elite, como reconocen los propios apologetas del mercado (Peña, 2010, p. 19).


      Las universidades españolas dan la impresión de ser el reino de los arbitristas y los pícaros de nuestra Edad Moderna, puesto que en ellas abundan cada vez más organizadores y planificadores que crean sistemas paralelos a la realidad, que permiten la formación de elites de funcionarios, banqueros y políticos que se van a beneficiar del claro proceso de expolio del Estado y las universidades que se dibujará a continuación.


      Los planificadores y evaluadores universitarios, tanto en el nivel central como en los autónomicos, han creado sistemas de control insólitos, como aquel que sostiene que se pueden definir nada más ni nada menos que 69 parámetros para diseñar un plan de estudios, parámetros que no tienen nada que ver con el contenido de cada plan y que obvian todos los matices sociales, económicos, ideológicos y de todo tipo que forman pare del proceso educativo (Angulo Rasco y Redon Pantoja, 2010, pp. 13 ss.). Ése es el sistema con el que se ha abordado en España el llamado «proceso de Bolonia», un supuesto proceso de renovación pedagógica integral protagonizado por los mismos profesores que ya había, que cuentan con menos medios para impartir unas titulaciones de calidad inferior −si ello fuera posible− a las que ya había.


      Ese sistema de control de los planes de estudio diseñado por la ANECA (Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad) no mejora la realidad de la enseñanza, pero sí permite el control creciente de la mayoría de los profesores funcionarios por parte de una minoría, también formada por funcionarios, como señalan Angulo Rasco y Redon Pantoja (2010, p. 16):


      Las competencias sitúan a los docentes en un plano técnico, es decir, los descualifican profesionalmente; al traducir en forma transparente −medibles, cuantificables y acumulables− las habilidades profesionales, las estamos exponiendo al control de los gestores, a su mercantilización y a la descualificación neoliberal de la profesión docente; una, como decía, vuelta política al más burdo taylorismo.


      Estos nuevos sistemas de control, rígidos hasta la esclerosis, se presentan en un lenguaje ideológico, en el sentido clásico de la palabra, es decir, en un lenguaje en el que la realidad aparece invertida. Como cuando Daniel Peña, encargado por el PSOE de elaborar y coordinar un magno estudio, realizado por la Fundación Alternativas y presentado al Congreso de los Diputados, bajo el título Propuestas para la reforma de la universidad española, afirma que con Bolonia «la formación en ciclos hace también posible que un estudiante haga un grado en ingeniería, un máster en psicología y un doctorado en humanidades, favoreciendo los enfoques multidisciplinarios e innovadores» (Peña, 2010, p. 8), a pesar de que este mismo autor afirma que el interés básico de las humanidades consistirá en la formación de los jubilados (p. 10), aunque no se sabe si esos jubilados estudiarán humanidades en el nivel de doctorado o en otros algo más simples.


      El panorama que se avecina en España es el de una reforma, avalada por el PSOE y el PP, que en nombre del mercado libre y la igualdad intentará conseguir que unos pocos funcionarios se hagan con el control de las universidades públicas y faciliten la entrada en ellas de la banca, mediante los mecanismos del endeudamiento, como se podrá ver en las páginas posteriores.


      Para defender esta propuesta se apela a toda clase de argumentos torcidos. Se dice, por ejemplo, que en España los hijos de los universitarios acceden 4,5 veces más a la universidad que los de los no universitarios (Peña, 2010, p. 14), pero no se dan estadísticas de otros países, objeto de admiración de los neoliberales y los nuevos socialistas, como los EEUU. Se sostiene que las tasas académicas bajas son antidemocráticas porque exigen financiación pública y privilegian a los que estudian frente a los que no lo hacen, dando a entender que tasas de 9.000, 10.000 euros o 25.000 dólares, como las de las mejores universidades norteamericanas, son más democráticas si se financian con préstamos.


      Por ello, en este documento socialista que pretende anunciar el futuro, se pide claramente que se liberalicen las tasas, porque ello favorece la igualdad, que se acorte la duración de los grados y se privilegien los másteres, que se jerarquicen las universidades y se desfuncionarice a los profesores, de modo tal que una minoría de funcionarios pasaría a desfuncionarizar a la mayoría (Dolado, 2010, pp. 13-27). Y no se habla de privatizar o vender las universidades públicas porque todo el mundo sabe que nadie estaría dispuesto a comprar ninguna.


      Se hace demagogia afirmando que en España sobran estudiantes, porque por cada alumno de Formación Profesional hay 2,5 universitarios, mientras que en Alemania la ratio es 1/1, pero no se dice que Alemania posee un gran tejido industrial que absorbe a los alumnos de esa formación profesional, y España no.


      Se defiende, y ello se podrá ver con todo detalle a lo largo del libro, que las universidades están demasiado orientadas a la docencia, lo que no es verdad aunque lo diga J. J. Guinovart (Guinovart, 2010, pp. 91-102), y que habría que orientarlas a la investigación, jerarquizarlas y privilegiar a unas pocas, dejando a muchas como universidades meramente locales (se supone que en algunas autonomías poco poderosas).


      Pero esas jerarquizaciones, que se basan en rankings que los propios defensores de este tipo de propuestas reconocen que son totalmente discutibles, deben ser llevadas a cabo por unas nuevas elites de funcionarios docentes e investigadores, los grupos de excelencia, que se definen de este modo en palabras de D. Peña (2010, p. 149):


      Como el sistema de gobierno es participativo, los grupos de excelencia son muy minoritarios y los votos de todos los que pertenecen a un mismo estamento tienen el mismo peso. Esta heterogeneidad de nuestros centros hace difícil tomar decisiones que favorezcan la excelencia y favorece las alianzas de intereses para hacer prevalecer los intereses generales sobre los particulares.


      Los profesores que se conceden a sí mismos la excelencia, pues son a la vez evaluadores y evaluados, se sienten preteridos, amenazados por una especie de rebelión de las masas que les dificulta la consolidación de su control de casi todos los recursos académicos y financieros, y por ello comienzan a pergeñar un nuevo sistema −que se anuncia ya− de universidades públicas, gobernadas por «consejos directivos o de administración» (Ferrer, 2010, pp. 27-37), consejos de administración de unas instituciones públicas cuyos miembros parecen creer que se van a convertir en sus futuros dueños sin pensar en modo alguno en comprarlas.


      La pobreza del discurso académico sobre la universidad y la pasión tecnocrática, pseudocientífica y verbal de algunos profesores llega al extremo de intentar analizar, como en el caso de una antigua rectora, a las universidades como dinamizadoras territoriales (Gómez Mendoza, 2010, pp. 61-91), como si las necesidades de la ordenación urbana fuesen variables independientes a las que el diseño de las universidades y su creación debiesen someterse, de acuerdo con la nueva ciencia de la planificación académica.


      Las universidades españolas tendrán que enfrentarse a la crisis, como todas las del resto del mundo, pero en la realidad de la España de las autonomías y sus universidades públicas, las autoridades políticas y académicas sólo parecen ser capaces de ofrecer soluciones delirantes, como la de D. Peña, cuando diseña las universidades locales, internacionales y orientadas a Latinoamérica (Peña, 2010, p. 149) en ese texto magistral del PSOE, sin decir cómo va a conseguir quitarles las competencias en educación a las 17 autonomías españolas y lograr que algunas de ellas consientan en hacerse el haraquiri.


      ***


      Este libro, escrito en el año 2011, es una continuación de otro anterior, La fábrica de la ignorancia. La universidad del como si, escrito en el año 2008, cuando la crisis económica era apenas una amenaza en el horizonte. Las circunstancias básicamente siguen siendo las mismas, pero la continuación del texto anterior está justificada no sólo por lo que hay ya de nuevo, sino también porque lo que ahora se aborda es el problema del gobierno de las universidades y de la legitimidad académica, intentando a la vez hacer una propuesta de mínimos para restaurar el equilibrio académico, propuesta que precisamente por su sencillez y su carácter más que evidente no tiene el menor viso de ser aceptada por quienes desde su verbalismo han conseguido elevar la maquinación académica a la cumbre del sistema de las malas artes.

    

  


  
    
      I


      ¿Quién debe gobernar las universidades?


      Ensayo sobre la legitimidad académica


      Half the harm that is done in this world


      is due to people who want to feel important.


      They don’t mean to do harm but harm does not interest them


      because they are involved in the endless struggle


      to think well of themselves.


      T. S. Eliot, The Cocktail Party


      ¿Quién debe gobernar las universidades? La respuesta a esta pregunta hubiera sido muy sencilla hasta no hace mucho tiempo. Pues quien tenga la autoridad suficiente y legal para ello, lo que dependería en cada lugar y en cada momento históricos de las circunstancias políticas, económicas, sociales, religiosas o ideológicas.


      Sin embargo, en el momento presente se pretende contestar a nuestra pregunta mediante unos análisis que serían el fruto, no sólo de una reflexión de tipo jurídico o político, sino de unos estudios de tipo estadístico, basados en la catalogación de diferentes indicadores del prestigio académico, tanto individual como institucional, como pueden ser los estudios bibliométricos o epistemétricos.


      Partiendo de todos ellos es curioso comprobar cómo en la patria de todos estos estudios, los EEUU, al inicio de este mismo año, Amanda H. Goodall ha publicado en la Universidad de Princeton su libro titulado Sócrates en la Sala de Juntas (Goodall, 2010), en el que acaba por proponer, pese al aplastante tsunami del discurso empresarial y de la gestión, que las universidades de elite y las grandes escuelas de negocios americanas −todas ellas de propiedad privada− deben ser dirigidas por académicos de prestigio, puesto que sólo ellos pueden comprender bien su funcionamiento y defender los intereses de las instituciones que representan.


      El peso de las universidades americanas en el mundo es aplastante, lo mismo que en el control de las publicaciones científicas, cuyo único idioma ya es prácticamente el inglés, y del mismo modo es clarísimo el desplazamiento de Europa hacia los EEUU de los grandes indicadores del prestigio científico internacional, como son los Premios Nobel. En efecto, mientras que, por ejemplo, entre 1900 y 1950 el 20 por 100 de esos premios correspondió a norteamericanos y el 80 por 100 a europeos, entre 1951 y 2007 el 65 por 100 se quedó en los EEUU y aproximadamente un 35 por 100 en Europa y el resto del mundo (Goodall, 2010, pp. 27-28).


      El peso del dinero, de las industrias editoriales y la potencia de las industrias en general no deben ser sin embargo, señala A. H. Goodall, los indicadores definitivos a la hora de valorar una universidad, puesto que todos los criterios de medición son no sólo convencionales (lo que es en sí mismo inevitable), sino además excesivamente rígidos.


      Así por ejemplo, el número de citas en el sistema ISI pierde sentido si comparamos las medias entre diferentes campos. Entre los 400 casos analizados por Goodall de grandes investigadores que ocupan cargos de prestigio, tenemos una oscilación de citas por años entre 1.095, en el caso de la medicina clínica, y 1.234, en el caso de la biología molecular (serían los dos autores de mayor cota), a 35 en el campo de las humanidades y 84 en el campo de las ciencias de la computación (Goodall, 2010, p. 141).


      Es evidente además que esas citas se refieren a las propias citas dentro del sistema ISI, y que no incluyen las de libros científicos, o libros de referencia, que son los que proporcionan mayor prestigio académico en los EEUU; ni tampoco las citas orales en conferencias y congresos no publicados. Un ejemplo perfecto sería el del economista Paul Samuelson, cuyo manual traducido al castellano como Curso de economía moderna por la antigua editorial Aguilar no sólo hizo rico a su autor, sino que consiguió que la doctrina económica del mismo llegase a ser dominante no solamente en el universo académico de la economía, sino en la propia concepción de la economía vigente en el mundo político y empresarial norteamericano.


      Serían pues estas personas de gran prestigio académico −no necesariamente cuantificable−, prestigio logrado tras una larga carrera docente e investigadora, lo que explica que quienes ocupan estos cargos tengan una cierta edad, aquellos que deberían gobernar las universidades norteamericanas, públicas o privadas, porque sólo ellos pueden comprender los valores en que se basan esas instituciones y están dispuestos a seguirlos defendiendo.


      El mundo de las universidades españolas le resultaría extraño a la autora de este libro y a la mayor parte de los profesores europeos o norteamericanos. No sólo porque su prestigio internacional es de un nivel bajo, y sólo en algún caso medio, sino por la práctica ausencia de importantes universidades privadas orientadas a la investigación, y, centrándonos en nuestro tema, por la complejidad de sus sistemas de gobierno.


      Para comprender el sistema de gobierno de las universidades públicas españolas, que no sólo son la inmensa mayoría, sino las más importantes en el campo de la investigación, tendríamos que partir del sistema que en el año 1983 implementó la LRU de José María Maravall, ministro de Educación y Ciencia en el primer Gobierno de Felipe González, un sistema que prácticamente sigue inmutable, a pesar de que las circunstancias para las que fue concebido han cambiado radicalmente.


      Dicho sistema se basa en una red mal coordinada de órganos de gobierno unipersonales y colegiados y en una interrelación complejísima entre las propias autoridades académicas, las autoridades de las autonomías y las del Gobierno central, sin que además haya una participación activa en las universidades ni del capital privado ni de la empresa a la hora de financiar esas mismas universidades públicas, básicamente consumidoras de la renta del Estado.


      No se trata ahora de analizar ese sistema (ya lo hemos hecho en otro lugar, véase Bermejo Barrera, 2009), sino de estudiar los criterios y los argumentos de legitimidad que se utilizan dentro de él, en el cual la mayor parte de los cargos son resultado de procesos electorales complejos, largos y caracterizados cada vez más por su falta de credibilidad, reflejada en el índice de abstención de los electores. Se han dado casos en los que, por ejemplo en elecciones a puestos de representación del alumnado en órganos colegiados, ni siquiera se han votado los propios candidatos, siendo lo más normal que los candidatos sean menos que el número de puestos disputables, lo cual se puede comprender si tenemos en cuenta que además la asistencia de los profesores y del personal de administración y servicios a las reuniones de esos mismos órganos colegiados es cada vez más minoritaria, quizá porque sientan o piensen que su participación en ellos apenas tiene importancia a la hora de defender sus propios intereses, o los intereses de la propia institución a la que pertenecen.


      Cuando se elige un órgano unipersonal de gobierno (rector, decano o director de un departamento), o cuando se eligen los órganos colegiados (claustros, juntas de centro o de departamento), se utilizan en los debates y discursos una serie de criterios y argumentos −si se da el caso de que hubiese algún tipo de debate, puesto que comienza a ser cada vez más frecuente en los casos de los departamentos y las facultades elegir cargos que no presentan programa alguno−, que oscilan constantemente, dando claras muestras de que la idea de autoridad no está bien definida en el campo académico.


      Esta oscilación de los criterios refleja una realidad institucional muy confusa. Y, lo que es peor, crea una constante confusión conceptual y lingüística, generando una situación en la que el lenguaje y la realidad en el ámbito académico son cada vez más, como se decía antes a los niños, dos rectas paralelas que «por mucho que se prolonguen nunca se encuentran».


      Partiendo de la archiconocida tipología de Max Weber acerca de los diferentes tipos de autoridad, podríamos decir que existen tres tipos de autoridad aplicables a nuestro caso: a) tradicional, b) carismática, y c) burocrático-racional. ¿Cómo se articulan en el caso de la universidad española? Veámoslo en cada uno de estos puntos.


      Autoridad tradicional


      En el marco académico europeo la forma básica del ejercicio de la autoridad fue la de tipo tradicional. Las universidades europeas, herederas de las universidades religiosas de la Edad Media, estuvieron gobernadas durante muchos siglos por personas elegidas en el cuerpo de los profesores, que formaban los claustros.


      Las personas elegidas solían ser los miembros de mayor edad, y de ahí deriva la idea del deán o decano como anciano sabio, unos sabios que, al igual que los abades de los monasterios y los deanes de los cabildos, se caracterizaban por poseer un prestigio que derivaba de su saber teológico, filosófico o científico, y de su larga trayectoria personal y su pertenencia a la institución, cuyos valores se supone que debían haber encarnado durante su vida. Aunque fuesen cargos electos, no solían ser removidos hasta su retiro. Su respetabilidad derivaba tanto de su cargo como de su propio prestigio personal.


      En el caso de las modernas universidades laicas se continuó con el mismo sistema de las universidades medievales. Y también en ellas el mundo académico siguió siendo un mundo bastante cerrado y definido en torno a unos valores encarnados en grupos sociales muchas veces cerrados. Hay casos de familias, estudiadas respecto de la Universidad de Basilea y de las universidades alemanas por William Clark (Clark, 2006), cuyos nombres se repiten en los cargos de rector durante siglos. Incluso hubo casos de transmisión de cátedras dentro de una red familiar, ya fuese por herencia o a través del matrimonio.


      Como casi ninguna universidad tenía bibliotecas importantes hasta llegar al siglo xix, solía ser frecuente que el aspirante a una cátedra desease casarse con la hija del catedrático, para así heredar su biblioteca, e incluso unos medios de investigación que las universidades no tenían (Clark, 2006, passim). En España y otros países europeos también se practicó la venta de cátedras, como puede verse muy bien en el caso de la Universidad de Santiago, estudiado por Miguel Romaní y Pilar Rodríguez Suárez (Romaní y Rodríguez Suárez, 1992).


      La venta de las cátedras y la transmisión de cargos entre familias hizo que muchas universidades europeas fuesen patrimonializadas en exceso por grupos de personas y que se perdiese en algunos casos el prestigio académico, derivado del saber y la pertenencia a la institución. Y, si a ello añadimos las circunstancias de tipo religioso o político que en muchos países, y en concreto en España, aplastaron la libertad académica de pensamiento e investigación durante siglos, podríamos comprender por qué la autoridad académica de tipo tradicional nunca estuvo verdaderamente consolidada en España, a lo largo de muchos siglos. Y, por supuesto, seguía igualmente dañada en los años finales del franquismo, en los que tendremos que situarnos.


      En vez de darse en la España de mediados del siglo xx una auténtica autoridad académica, basada en el prestigio intelectual y personal y en la creencia y la defensa de la identidad de las instituciones universitarias, las autoridades de la universidad franquista consiguieron aunar casi todo lo malo de la autoridad tradicional anterior. Se trataba de un tipo de autoridad de carácter patrimonial y sometida además sin pudor al control político, y en la que el mero ejercicio del poder por el poder mismo (desarrollado a una escala social y económica minúscula) y la arbitrariedad impidieron el desarrollo −salvo raras excepciones− del auténtico prestigio académico, basado en el saber y en la defensa de unas instituciones que encarnasen los valores de la investigación y el pensamiento libres, sin los cuales es imposible que se genere el conocimiento científico.


      Autoridad carismática


      Este tipo de autoridad suele identificarse en las universidades con la autoridad basada en un prestigio científico exclusivamente personal. En torno a este tipo de autoridad se estructuró la universidad alemana de los siglos xix y xx, con las figuras de los grandes profesores o mandarines, que acumularon gran poder académico y económico en el marco de las instituciones universitarias, pero que siempre debieron demostrar que su prestigio se debía a su obra científica, y que podían hacer extensible ese mismo prestigio al conjunto de su propia universidad.


      Esos profesores podían caer en la arbitrariedad en algunos casos, pero la exigencia de su propia reputación científica les impedía caer en el patrimonialismo o el paternalismo, puesto que ello redundaría negativamente en la reputación de su propia institución, que los sustituiría por otros profesores de mayor prestigio, no sólo científico, sino también personal e institucional, puesto que en el mundo alemán la figura del profesor encarnaba además un determinado modo de vida, que el propio Max Weber analizó en su opúsculo «La ciencia como vocación».


      Esta autoridad carismática se vio pervertida en el caso alemán, como ha señalado Fritz Ringer (Ringer, 1990) por la llegada del nazismo, que introdujo el principio del caudillismo, Führerprinzip, como base del gobierno de las universidades alemanas y como criterio básico de selección de los profesores, ahora ya no tan grandes ni prestigiosos. Eran unos profesores cuya propia reputación en muchos casos, como los de Karl Schmidt o Martin Heidegger, quedó marcada para siempre por su compromiso político con el nazismo y su traición a los verdaderos valores académicos, e incluso a las personas (tal como ocurrió en el caso de M. Heidegger con su traición a su maestro Edmund Husserl, un judío, y a su amante y alumna Hannah Arendt, también judía).


      La autoridad de tipo carismático se introdujo del mismo modo en las grandes universidades norteamericanas. En ellas también fue la autoridad científica de los profesores la base del prestigio de las grandes universidades. Los dirigentes de las mismas debían buscar a los profesores de mayor prestigio por ese mismo prestigio, lo que explica el carácter abierto de las universidades americanas y su flexibilidad para contratar a científicos extranjeros, como por ejemplo la mayor parte de los exiliados de la Alemania nazi.


      Este sistema funcionó en los EEUU hasta poco después de la Segunda Guerra Mundial, cuando la complejidad de la investigación científica y la necesidad de utilizar tecnología cada vez más cara y más compleja llevó a la formación de los grandes equipos y los grandes centros de investigación. No obstante, dichos equipos y centros siguieron caracterizándose por su prestigio académico, resultado de sus propios logros en los campos del conocimiento, y sólo en menor medida por su importancia económica o industrial, ni mucho menos política, puesto que en los EEUU la política partidista y parlamentaria se desarrolla en un campo perfectamente delimitado, en el que se parte de unos sistemas de valores y se manejan unas estrategias muy bien definidas, y diferentes a las del saber académico.


      Fue con la aparición de lo que D. Eisenhower llamó el «complejo militar industrial», unido a la evolución de la propia Guerra Fría, lo que llevó al desarrollo del tercer tipo de autoridad en las universidades norteamericanas.


      Autoridad burocrático-racional


      Este tipo de autoridad, base de la construcción del Estado moderno según Max Weber, se introdujo poco a poco en las universidades, en las que llegó casi a dominarlo todo. Es frente a ella que alza su voz A. H. Goodall, reivindicando otra vez el tipo tradicional y carismático, no por amor al pasado ni porque ella desee volver a la Edad Media, época histórica por la que los EEUU no tuvieron que pasar (aunque sí su antigua metrópoli), sino por los problemas que ese tipo de autoridad trae consigo a la hora de decidir el futuro de una universidad.


      La autoridad burocrático-racional ha traído como consecuencia en el ámbito universitario los hechos siguientes:


      a) Introducción de procesos de racionalización en la administración de los recursos materiales y en los sistemas organizativos, lo cual es básicamente positivo.


      b) Introducción de criterios de rentabilidad económica. Estos criterios pueden ser necesarios para que las universidades −que tradicionalmente vivían de sus rentas propias o de la renta estatal− administren bien sus recursos. Pero pueden llevar a la destrucción de la racionalidad académica, cuando el criterio académico fundamental pase a ser la rentabilidad, y cuando las universidades pasen a ser meros elementos subsidiarios de grupos de bancos o empresas.


      La rentabilidad es esencial en el caso de las universidades privadas, que son empresas y necesitan obtener beneficios, pero incluso en ellas no puede llevar a anular sus funciones docente e investigadora propias, puesto que, si eso sucediese, las propias universidades privadas perderían su prestigio académico de carácter tradicional, que es lo que las puede hacer interesantes en el mundo de un mercado universitario competitivo, y en el que reside el carácter específico de una universidad.


      c) Introducción de criterios de estandarización y normalización de todos los ámbitos: la docencia, la investigación y el gobierno, gracias a la implantación de parámetros de tipo cuantitativo, basados en la consideración de un número de variables muy reducido, como son los criterios bibliométricos, epistemétricos y los criterios de medición de curricula.


      Todo este sistema puede perder su sentido en el momento en el que pase a ser (como ya ha ocurrido) un sistema que se alimenta a sí mismo, que justifica el poder académico y económico creciente de quienes lo controlan, y que se aleja cada vez más de los valores de la docencia, de los sistemas reales de producción del conocimiento y de generación del auténtico prestigio académico, que nunca podrá llegar a ser cuantificable en su totalidad.


      ¿Y qué ocurrió en España?


      La realidad histórica de España, y la de sus universidades, ha tenido muy poco que ver con la de las grandes universidades europeas y norteamericanas, como fruto y consecuencia necesarios de la propia historia de este país.


      No se trata ahora de describir dicha historia, sino de analizar cómo los tres criterios de legitimidad académica se cruzaron en las universidades españolas entre los años 1983 y 2010, creando una situación de confusión institucional, social e intelectual a la que podríamos definir como un verdadero caos organizado, aunque sólo si pretendemos ser benevolentes.


      Tras la muerte de Franco y tras varios intentos infructuosos de elaborar leyes orgánicas sobre la universidad por parte de los Gobiernos de la UCD, por fin la publicación de la Ley de Reforma Universitaria de José María Maravall otorgó una nueva estructura a la universidad española, que pasó a ser reformada en su totalidad y experimentó un proceso de mejora económica, institucional y científica entre los años 1984 y 2000, aproximadamente, para posteriormente caer víctima de sus propias contradicciones internas, exacerbadas por la crisis económica del año 2007.


      Podríamos definir esta situación en el año 2010, en lo que al ejercicio de la autoridad académica se refiere, del modo siguiente.


      Las universidades españolas están gobernadas por grupos de profesores que apelan a una legitimidad política que no tienen, que hacen alardes verbales continuos de un prestigio puramente académico, que nunca es necesario exhibir si realmente se posee, y que apelan a todas las leyes del mercado y la racionalidad económica para no cumplirlas, puesto que básicamente actúan y piensan como lo que son: funcionarios y consumidores de la renta del Estado, aunque unos funcionarios que parecen haber casi olvidado cuál es su auténtica función pública. Veamos, pues, cómo se articulan en ellas los tres tipos de autoridad académica.


      Autoridad tradicional española


      Esta autoridad estuvo lastrada en el caso de la historia de nuestras universidades por la disociación entre el ejercicio del poder institucional y académico, y el prestigio científico, básicamente inexistente, siempre dejando aparte honrosas excepciones de carácter individual, fruto más del esfuerzo de personas aisladas que del apoyo de las instituciones universitarias (razón por la cual solía decir Santiago Ramón y Cajal que el hecho de que hubiese en España esas figuras creadoras en el aislamiento no debería ser para nadie un motivo de orgullo, sino más bien una razón para asumir una vergüenza colectiva).


      Dado que a ello se sumó el que muchos profesores con poder académico en el franquismo asumieron además el papel de censores políticos y científicos y de represores políticos en el campo académico, tanto de otros profesores (exiliados o expulsados) como de los alumnos, consecuentemente la autoridad tradicional en el comienzo de los años ochenta del siglo xx estaba, pues, totalmente debilitada, y nunca se llegaría a recuperar. Por ello se recurrió a la autoridad política o:


      Autoridad carismática española


      Esta autoridad se basó en parte en los años ochenta en el prestigio científico que poseían sólo algunos profesores provenientes del franquismo y en el que tenían en mayor grado otros científicos jóvenes formados en el extranjero, en los EEUU o Europa, y que intentaron, y en parte consiguieron, modernizar la universidad española, haciéndola por lo menos homologable a otras universidades de tipo medio.


      Sin embargo la inexistencia de un tipo de autoridad tradicional, basada en el prestigio científico, unido al desprestigio total del sistema político franquista, que se llevó consigo la propia idea de España, quizá nunca recuperable (si es que alguna vez gozó de pleno vigor), trajo como consecuencia que profesores y científicos confundiesen la legitimidad académica tradicional y la autoridad carismática con la legitimidad política partidista y parlamentaria. De este modo pareció que todo profesor debería ser un político, y a ser posible pasar de profesor a político, dándose una búsqueda desesperada de cargos de todo tipo. Muchos profesores pasaron a estar permanentemente ocupados en lo que irónicamente podríamos llamar, parodiando a F. Nietzsche, «el eterno retorno de los cargos»: de la universidad a la autonomía, de ésta al Gobierno central, y de él otra vez a la universidad.


      A esta confusión deberemos añadir el que la quiebra evidente de la idea de España trajo consigo la justificación y legitimación de cualquier poder local, regional, autonómico o nacional, diferente al de Gobierno central, con lo cual ayuntamientos, diputaciones, autonomías y ministerios pasaron a ser considerados medios naturales para el desarrollo de la vida de un académico español.


      Gracias a ello se hizo imposible consolidar una autoridad académica auténtica y se abortó lo que de bueno hubo en la incipiente consolidación de una universidad moderna productora de conocimiento.


      Sin embargo, como en el fondo los universitarios siguen siempre aspirando a producir conocimiento, grupos de profesores metidos en política y de políticos ya profesionalizados que seguían creyendo ser profesores pasaron a desarrollar un tercer sistema de ejercicio de la autoridad.


      Autoridad burocrática no racional, o española


      Este tipo de autoridad se basó en la mezcla de todos los criterios básicos de la administración pública, con la apelación a los criterios de rentabilidad y de mercado y la creación de complejísimos sistemas de control burocrático de la docencia y la investigación.


      Todo ello consiguió anular la racionalidad académica incipiente, porque la lógica política partidista, basada en la simple captación de votos, pasó a contaminarlo todo. En cualquier ámbito, gobierna quien tiene votos. Quien gobierna tiene prestigio porque gobierna; luego el prestigio se consigue por los votos. Como además las universidades son públicas y se estructuran en los niveles local, provincial, autonómico y estatal, el cálculo político y la rentabilidad electoral se tienen que estructurar simultáneamente en estos cuatro niveles. Es por ello necesario desarrollar una notable capacidad de cálculo y de maniobra en una realidad tan compleja, tan compleja que puede llegar a monopolizar la cabeza de los profesores.
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